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INCORPORACIÓN EN EL JUICIO ORAL1 

 

 

MARIA LUISA CORREA CASTRO 

 

RESUMEN  

 

La investigación se centró en el estudio de la incidencia de la prueba testimonial 

en el sistema penal acusatorio, observándose sus elementos característicos y el 

tratamiento que la regulación penal establece para con  el testigo y su 

declaración, tomando como punto partida el papel del testimonio en la 

incorporación de diferentes elementos de prueba en el juicio oral del sistema 

penal acusatorio colombiano, llegando a la conclusión que ese medio de prueba 

es el más eficaz en la consecución del debate probatorio y la obtención de la 

verdad, siendo el testigo importante en la acreditación e incorporación de otros 

elementos de prueba. 

 

Palabras Claves: Prueba testimonial, principio de solidaridad, comparecencia y proceso 

penal. 

 

                                                 
1 El presente trabajo es el resultado de la investigación para optar por el grado en la Maestría de Derecho 

procesal penal de la Universidad Nueva Granada. 



 

 

ABSTRACT  

 

The research focused on the study of the incidence of testimonial evidence in the 

adversarial criminal system, with its characteristic elements and the treatment 

that the regulation of criminal law establishes for the witness and his statement, 

taking as a starting point the role of the testimony in the incorporation of different 

elements of proof at the trial of the Colombian adversarial criminal system, 

coming to the conclusion that this evidence is most effective at the completion 

of the discussion of evidence and the obtaining of the truth, being the important 

witness in the accreditation and incorporation of other elements of proof. 

 

Key words: Testimonial evidence, the principle of solidarity, appearance and criminal 

process. 

 

INTRODUCCIÓN  

 

Los resultados del trabajo investigativo que más adelante se observan se centrarán en la 

incidencia de la prueba testimonial en el proceso penal colombiano respecto de su necesidad 

para la incorporación de otros medios de prueba en el desarrollo del juicio oral, habida cuenta 

que el testimonio es un medio de prueba fundamental en la dinámica procesal y probatoria, 

por no decir la más importante, en razón que los distintos elementos probatorios podrán ser 

presentados o desacreditados por medio de la prueba testimonial, situación que no sucede 

con la sola existencia de los demás medios de prueba, pues se podrá acreditar o desacreditar 

cualquier elemento.  

 



 

 

 Por lo anterior, la prueba testimonial es importante y necesaria en el proceso penal, pues 

la normatividad penal estableció que en la consecución del testimonio, existe el deber 

constitucional y legal del interviniente comparecer en el proceso penal, tomando como punto 

de referente el principio de solidaridad como punto estructural de la obligación de las 

personas asistir a cualquier requerimiento de ese tipo, con la salvedad que su ausencia puede 

generar medidas coercitivas para lograr el cumplimiento del llamado judicial.  

 

Por otra parte, si bien  en el sistema procesal penal no existe una prueba más importante 

que otra pero sin duda alguna el testimonio si es indispensable en el fin de la acción penal, 

pues si bien pueden existir pruebas documentales, también es cierto que ello requiere una 

acreditación de su contenido y de cómo fue legalmente obtenida para ser parte del proceso. 

Así las cosas, la investigación es importante y tiene relevancia en el análisis de la prueba 

testimonial en todo el procedimiento penal, pues es solo el punto de partida para un debate 

más complejo de toda la integralidad de los medios de pruebas en el trámite penal  

 

METODOLOGÍA  

 

En la investigación se utilizó el método lógico-deductivo, pues se dio punto de partida 

con el análisis de la concepción de la prueba testimonial y su tratamiento en el ordenamiento 

jurídico, como el desarrollo adelantado por la Corte Suprema de Justicia sala penal y algunos 

criterios de la Corte Constitucional y con ello se estructuró la discusión investigativa con el 

ánimo de encontrar elementos desconocidos o que no se han desarrollado en la dinámica de 

la prueba testimonial.  

 

Ahora, el planteamiento investigativo permitió abordar de manera completa la prueba 

testimonial en el sistema penal acusatorio, en el marco de las obligaciones constitucionales, 

legales y la carga especial del principio de solidaridad establecidas en el ordenamiento 



 

 

jurídico colombiano, dado que lograría obtener pleno apoyo de los ciudadanos como un deber 

y obligación para comparecer y rendir testimonio en las diferentes solicitudes de los entes 

judiciales. 

 

RESULTADOS 

 

La Constitución Política de 1991 estableció un nuevo modelo y dinámica de la relación 

en el ordenamiento jurídico colombiano, de ahí que se configuraran nuevas cargas, 

obligaciones y fines en cabeza del Estado, pero a su vez, se plasmaron derechos y deberes en 

favor y como titular de las personas, de ello la Constitución Política de Colombia definió los 

deberes de la persona y del ciudadano, entre otros como: “2. Obrar conforme al principio de 

solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en 

peligro la vida o la salud de las personas” y, por otra parte “7. Colaborar para el buen 

funcionamiento de la administración de la justicia” (Constitución Política de Colombia, 

1991). 

 

La regulación constitucional de forma clara plasmó la colaboración como deber y 

obligación de las personas en las actividades que el Estado realice en son de mantener el 

orden y materializar la justicia en el territorio colombiano, es decir, la comparecencia y rendir 

declaración de cualquier ciudadano en un estrado judicial es la clara materialización de una 

obligación constitucional a cargo de las personas; deber que no se agota solo con la asistencia 

al llamado a declarar, por el contrario su participación y apoyo en ese tipo de trámites 

conlleva una mayor responsabilidad para con la sociedad y el Estado.  

 

Además, conforme al mandato constitucional, se establecieron los lineamientos que se 

observan en el sistema penal acusatorio, por ello en la ley 906 de 2004 se determinaron las 



 

 

reglas implantadas para la presentación del testigo y su testimonio en desarrollo del juicio 

oral, pero también se plasmó que la persona tiene la obligación de rendir testimonio, tal como 

se evidencia en el artículo 383 del código de procedimiento penal así: “Toda persona está 

obligada a rendir, bajo juramento, el testimonio que se le solicite en el juicio oral y público 

o como prueba anticipada, salvo las excepciones constitucionales y legales” (L. 906/2004).  

 

Conforme a lo anterior también es importante precisar respecto de la prueba testimonial 

que: ( i ) no es sujeto de la acción penal; ( ii ) está obligado a declarar bajo juramento, no 

pudiendo ser obligado a hacerlo contra sí mismo o contra su cónyuge compañera o 

compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o primero civil; ( iii ) de llegar a faltar a la verdad o la calle total o parcialmente, 

puede ser sancionado penalmente por el delito de falso testimonio; y ( iv ) todos los sujetos 

procesales pueden interrogarlo.  (Corte Constitucional, C-537/2006, MP.H. Sierra, 2006), 

características que ha desarrollado la corporación. 

 

Conforme a lo expuesto, se abordará el tema investigativo en dos partes, la primera 

consistirá en revisar la prueba testimonial en el proceso penal colombiano desde la vigencia 

de la Constitución Política de Colombia de 1991, con el fin de sentar los principales 

elementos de su connotación y trascendencia del sistema acusatorio y, posteriormente se 

abordará la prueba documental desde su incidencia como forma de incorporación de otros 

medios de prueba en el proceso penal, finalizando con las conclusiones.  

 

LA PRUEBA TESTIMONIAL EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO 

COLOMBIANO 

 

Con el advenimiento de la Constitución Política de Colombia fueron muchos los cambios 

que se presentaron en el sistema jurídico colombiano y, la normatividad penal no fue la 



 

 

excepción, resultando el Código Penal con la ley 599 de 2000 y el Código de Procedimiento 

Penal con la ley 906 de 20004. Estableciendo el sistema penal acusatorio como la 

constitucionalización de las normas penales en toda su integralidad.  

 

El cambio que se realizó generó gran incidencia en diferentes aspectos respecto de la 

regulación anterior así, como lo estiman los autores José María Peláez Mejía y Ronald Jesús 

Sanabria Villamizar: 

Los cambios en materia penal al régimen probatorio con ocasión del nuevo Código de 

Procedimiento Penal (CPP) fueron estructurales, a tal punto que algunos profesores señalaron que: 

“La principal característica del nuevo proceso penal colombiano está determinada por una 

verdadera revolución probatoria (…)” (Urbano, 2008, p. 118). Las novedades más significativas, 

sin desconocer las referentes a cada medio de prueba en particular, son: (i) eliminación del 

principio de permanencia de la prueba, base del antiguo sistema regido por la ley 600/2000; en su 

lugar, se implementó el principio de inmediación de la prueba; (ii) testigo de acreditación como 

requisito sine qua non para la incorporación de evidencia; (iii) cadena de custodia como 

herramienta para asegurar la conservación de la evidencia recolectada; (iv) adopción de la 

concepción de verdad dialéctica como fin de la prueba (prohibición absoluta de la prueba de oficio) 

y (v) oralidad como método de expresión para que se surta del devenir del iter probatorio 

(aducción, decreto, práctica y valoración de la prueba). (Peláez & Sanabria, 2017) 

 

Como lo expresaron los autores, fueron muchos los cambios que se realizaron y el que 

más interesa a la investigación es el “testigo de acreditación como requisito sine qua non para 

la incorporación de evidencia”, lo cual genera el punto de partida y de sustento en el debate 

probatorio y procedimental de la incidencia del testigo en la etapa de juicio oral como 

requisito indispensable para lograr incorporar cualquier tipo de elemento de prueba 

recolectada en el proceso investigativo. 

 



 

 

Ahora, es necesario precisar tres elementos que son parte del debate probatorio, por un 

lado la concepción del testigo por sí solo, por otra parte el testigo en calidad de acreditación 

y, por último, el perito en el proceso penal. En la primera situación, el testimonio en el 

proceso penal es uno de los seis medios probatorios clásicos, así que, corresponde a la 

experiencia que relata el testigo ante autoridad respecto del conocimiento directo, de un 

objeto o hecho pasado que es de discusión judicial, pues aun cuando exista el testigo indirecto 

ello no es de la esencia del testimonio, por lo contrario, es una narración desnaturalizada del 

hecho; asimismo, el testimonio debe estudiarse desde una concepción objetiva y subjetiva, 

esto es desde el contexto de la previsión de la ley procesal penal, habida cuenta la aducción, 

admisión y valoración del testimonio son actos del proceso que deben cumplir un 

procedimiento previamente establecido (Barrios, 2005). Aunado lo anterior, por la sola 

comparecencia del testigo no configura parte del debate judicial, pues será el juez a lo largo 

del proceso quién deberá analizar la conducencia y pertinencia de mismo para garantizar su 

eficacia y validez (Parra, 1994) 

 

Respecto al testigo de acreditación en el proceso penal, conlleva que para incorporar las 

evidencias, objetos, documentos y demás elementos de prueba al juicio oral se cumpla por 

medio de un testigo de acreditación, quien se encargará de afirmar en audiencia pública que 

una evidencia, elemento, objeto o documento es lo que la parte que lo aporta dice que es, así, 

para efectos prácticos, normalmente el testigo de acreditación es el policía judicial o de 

vigilancia, quien halló y recolectó el elemento material probatorio, pero ello no excluye que 

el elemento haya sido entregado por un particular, quien para el debate judicial deberá 

comparecer y ser el testigo de acreditación (Bedoya Sierra, 2008). 

 

El perito en el proceso penal tiene incidencia por su presencia y por el estudio que realiza, 

es decir, su informe pericial, de ahí que existan dos situaciones particulares, por un lado la 

prueba documental del peritaje y posteriormente la comparecencia para la declaración del 

perito, de esa situación, se estima que existe una división en torno a la naturaleza del informe 

pericial, a su exigencia o posibilidad de incorporación como prueba autónoma y el valor 



 

 

probatorio que debe tener si comparece o no el perito a declarar en el juicio oral, para el 

anterior planteamiento los autores José Peláez y Ronald Sanabria afirmaron que existe 

doctrina probable respecto de la posición de la Corte Suprema de Justicia,  en la cual, no es 

obligatorio ni procedente la incorporación del informe escrito en audiencia de juicio oral, en 

razón que la prueba pericial se produce satisfactoriamente tan solo con la declaración del 

perito en audiencia pública (Peláez & Sanabria, 2017). 

 

Sin dejar a un lado que en la regulación procesal penal colombiana la valoración de la 

prueba pericial para el juez es racional y debidamente motivada, pues el experto trasmite 

conocimiento al juez, produciendo un estado mental de convicción (Ruiz, 2015). Además, es 

necesaria la comparecencia plena de los peritos, pues cuando el elemento ha sido analizado 

por uno o varios peritos, es indispensable que deban comparecer a la audiencia para acreditar 

que el elemento que les fue entregado corresponde al mismo presentado como prueba en el 

juicio (Bedoya Sierra, 2008). 

 

Por otra parte, la prueba testimonial tiene gran incidencia en el ordenamiento jurídico 

colombiano, pues en todas las regulaciones procesales se puede evidenciar el tratamiento y 

desarrollo de este tipo de prueba de forma particular, ello implica que el legislador le ha dado 

una posición determinante en materia probatoria, por eso en el tramite penal se puede apreciar 

como en la parte segunda del capítulo tercero del Código de Procedimiento Penal se 

desarrollan las reglas generales en la práctica de la prueba testimonial.  

  

Es  necesario manifestar que el proceso penal conlleva un modelo adversarial de juicio 

oral, donde las partes del trámite tienen la carga directa y potestad de llevar a juicio los 

elementos de prueba que permitirán demostrar la teoría del caso, por ello las partes son las 

encargadas de incorporar la evidencia al juicio, como es el caso de los testimonios, que  

permiten la desacreditación, (Vial Campos, 2011). Existe una dinámica de confrontación 

conforme a los intereses de cada parte, en el marco de la legalidad de los postulados 



 

 

constitucionales, pues lo que se pretende con ese debate es lograr la realidad de las 

situaciones fácticas con las que la Fiscalía investigó y acusó. 

 

En la normatividad penal, sin importar su denominación los elementos materiales de 

prueba configuran un elemento trascendental en la búsqueda de encontrar la verdad respecto 

al tema que se investiga, de ahí que la prueba testimonial a través del desarrollo normativo 

sigue siendo la más utilizada y provechosa, dado que es el modo más adecuado para recordar 

y reconstruir los acontecimientos humanos, es decir, su importancia no ha variado en la 

transición de los dos sistemas, del inquisitivo al acusatorio (Houed Vega, 2007, p. 27-28).  

 

El sistema penal acusatorio trae consigo principios como el de inmediación, la 

concentración y la contradicción, que se materializan adecuadamente en el principio de 

oralidad, siendo un eje fundamental del sistema acusatorio colombiano, pues se busca poner 

al juez en mejores condiciones para la obtención de la verdad material,  además, con el ánimo 

de garantizar el cumplimiento de los principios en mención, el testimonio se erige como el 

medio más idóneo para aducir la prueba al proceso penal, habida cuenta que así se garantiza 

que las partes puedan interrogar y contrainterrogar en igualdad de condiciones (Riveros 

Barragán, 2013). 

 

Ahora, al otorgarle a una persona la connotación de testigo en el proceso penal le obliga 

rendir declaración, pues ello permite el esclarecimiento de las conductas punibles y posterior 

sanción o absolución del delito, son aspectos de vital importancia para la sociedad (De Avila 

Berrio & Villamil Santamaria, 2011), aunado que el testimonio es quizás la fuente más 

importante de información en el proceso penal, ya que permite construir la solidez de la teoría 

del caso de las partes (Reyes Cala & Ortíz Avila, 2015), pues por medio de ella se presentará 

al Juez su posición exacta y lo que pretende en el proceso, además que evita dudas en la 

decisión por el administrador de Justicia. 



 

 

 

Por otra parte, el ordenamiento jurídico colombiano establece el deber y obligación de 

rendir bajo la gravedad de juramento el testimonio a quien se solicite, en un juicio oral y 

público o como prueba anticipada (De Avila Berrio & Villamil Santamaria, 2011). Además, 

es importante hacer mención que el deber de probar es fruto del principio de colaboración, 

pero para la investigación resulta de mayor importancia el principio de solidaridad entre las 

partes (Betancourt Restrepo, 2010), dado que, el testigo permite poner a prueba el objetivo 

de alcanzar la verdad por ambas partes (Donaires Sánchez, 2014), sin obviar que la 

solidaridad es el único motivo que justifica la concurrencia del testimonio (Villamarín López, 

2012). 

 

 Se debe mencionar, que el testigo puede ser cualquier persona, pues solo requiere de 

capacidad sensorial, salvo que el sujeto posea algún impedimento para hacerlo, aunado que 

toda persona tiene la obligación de presentarse a declarar cuando así lo haya establecido 

alguna autoridad judicial. La resistencia a rendir testimonio puede acarrear la responsabilidad 

penal del testigo (Morillo Villalobos & Herrero Fernández, 2011, p. 19). Razón por la que, 

toda persona está obligada a rendir testimonio bajo juramento, en excepción a las situaciones 

constitucionales y legales establecidas. Deber y obligación que está acompañada de medidas: 

como el caso de que el testigo se niegue a concurrir, ello conlleva que pueda ser aprehendido 

y conducido a la sala de audiencia; si es renuente a declarar se le castiga con arresto hasta 

por veinticuatro (24) horas y, si su comportamiento afecta el orden, puede ser sancionado por 

desacato por el juez (USAID, 2017, p. 29). 

 

El conocimiento que pueda tener el testigo es importante que lo haya tenido antes de 

declarar, pero si bien, históricamente el testigo era el que había visto algo de interés para el 

esclarecimiento del hecho delictivo, pero a la fecha se acepta, que puede serlo quien ha 

percibido por cualquiera de sus sentidos (visión, audición, olfato, tacto) (Cafferata Nores, 

Montero, & Vélez, 2009, p. 378-379), aunado que  puede ser útil para demostrar la 



 

 

autenticidad de un documento o de una evidencia física o puede referirse a circunstancias 

que corroboren otro medio de acreditación, pero, a pesar de la importancia de la prueba 

testimonial, se presentan dificultades en lo que se refiere a su confiabilidad pues el 

conocimiento que transmite el testigo puede estar viciado por prejuicios, intereses, problemas 

de rememoración o problemas de interpretación, entre otros (Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, 2015, p. 129).  

 

 Con respecto a lo anterior, resulta de esencial importancia la práctica de la prueba 

testimonial, garantizando los fundamentales requerimientos de índole constitucional, entre 

los que se destaca el trato digno y respetuoso de la condición humana que debe rodear la 

comparecencia e interrogatorio del testigo, asimismo, los ciudadanos tienen el deber de 

testificar, situación que tiene arraigo en el imperativo constitucional que señala como deberes 

de la persona y el ciudadano “colaborar para el buen funcionamiento de la administración de 

justicia, en igual sentido, el principio de libertad adquiere también enorme relevancia frente 

a las facultades coercitivas que se atribuyen al Juez para asegurar la comparecencia del 

testigo renuente (Trujillo Muñeton, 2014, p. 31). 

 

 Es necesario considerar que el testimonio es pues la principal herramienta con la que 

cuenta el Juez de conocimiento para tener un acercamiento con las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar de ocurrencia de los hechos relevantes para el proceso penal, y por ende la 

posibilidad de llegar a un mayor grado de certeza sobre lo que deba decidir (Giraldo 

Sepúlveda, 2014, p. 21), pero es conforme a la regla general del sistema acusatorio, solo se 

considera como testigo a la persona que comparece al juicio a prestar declaración en la 

audiencia (Baytelman A. & Duce J., 2004) y, ha de entenderse que el testigo busca como 

narrar lo que presenció, para luego verificar si lo que se relató es verdad (Bueno Muñoz & 

Romero Moreno, 2015). 

 



 

 

Resulta importante expresar que la prueba testimonial durante mucho tiempo ha sido 

considerada como inexacta y en muchos casos falsa, habida cuenta que es muy difícil que 

todos los testigos declaren la verdad de lo presenciado y mucho más la verdad de lo sucedido, 

dado que, en el proceso penal, el testimonio tiene enorme importancia sobre todo por la 

posición tradicional que ha mantenido en la toma de decisiones (Reyes Suárez & Cevallos 

Parrales, 2011, p. 54). 

 

En consideración a la prueba testimonial, es indispensable hacer una breve apreciación de 

un tema complejo en el proceso penal y consiste en el testigo hostil en el desarrollo del juicio 

oral, dado que se configura como aquella persona que no está dispuesta a hacer el más 

mínimo reconocimiento en favor de la parte en cuyo desmedro procesal intervino (Scarpetta 

Naranjo, 2015). Normalmente se ha definido al testigo hostil como aquella persona que da 

testimonio durante un juicio y cuya declaración durante el interrogatorio directo perjudica el 

caso de la parte que le llamó a declarar; pero la figura del testigo hostil puede presentarse en 

cualquier persona y no porque busquen perjudicar a aquel quien los ofreció como medios de 

prueba, sino que por el contrario sus condiciones personales no son compatibles con la 

dinámica de los interrogatorios (Benavente Chorres, 2015). 

 

Lo anterior, es un problema evidente en la práctica y que evidencia una falta del testigo a 

colaborar con las partes para el fin propuesto en la teoría del caso, lo cual altera la dinámica 

del proceso penal y puede generar una desventaja a cualquiera de las partes, así, la hostilidad 

tiene un incidencia grave pero que hasta el momento no tiene un castigo adecuado pues 

apreciar esa situación no es sencilla para el Juez. 

 

En lo que concierne al principio de solidaridad, se ve reflejado en una de sus formas, en 

el deber de demostrar probatoriamente los aspectos importantes para el proceso (Betancourt 

Restrepo, 2010), dado que el principio de solidaridad establece que la carga de la prueba debe 

recaer sobre quien está en mejores condiciones de suministrarla (Donaires Sánchez, 2014), 



 

 

dado que es importante en el proceso penal el cumplimiento al deber solidario de probar, 

siendo la prueba testimonial un elemento necesario para lograr los fines del proceso 

(Betancourt Restrepo, 2010), pero ha de tenerse de presente que puede enmarcarse  el vínculo 

de solidaridad entre el testigo y el imputado (Villamarín López, 2012). 

 

Pero el principio de solidaridad en la dinámica del proceso no solo queda ahí, habida 

cuenta que el deber de probar es fruto del principio de solidaridad entre las partes (Betancourt 

Restrepo, 2010), es por ello que la incorporación de pruebas en el proceso penal sea una clara 

materialización del principio y no solo la comparecencia de testigos al proceso pero resulta 

punto de partida su presencia, en el caso de un proceso sin testigos pero que existan múltiples 

elementos de prueba documental o evidencia física, ¿cómo se incorporan esas pruebas en el 

proceso?, difícilmente serán elementos de juicio para que el Juez decida en el caso que se 

discute, entonces existe el deber de probar y no solo como carga sino como materialización 

del principio constitucional. 

 

El principio de solidaridad se ve reflejado y materializado en el deber de demostrar 

probatoriamente los aspectos importantes para el proceso y llevar su trámite a la verdad 

(Betancourt Restrepo, 2010), pues el fin del proceso es decidir con base en los criterios 

objetivos que se lleven a juicio y que serán los únicos elementos para decidir en derecho y 

hacer justicia, además que las conductas de las partes en el proceso deben alcanzar como 

objetivo la verdad, con base en el principio de solidaridad y mutua colaboración procesal 

(Donaires Sánchez, 2014). 

 

El aspecto fundante en la prueba testimonial se presenta en la carga y principio de 

solidaridad que existe en la comparecencia a ser testigo en la concurrencia del proceso penal, 

pues es trascendental observar que el deber de solidaridad y colaboración con la justicia es 

una responsabilidad ciudadana, la cual tiene su esencia en las normas y principios 

constitucionales (De Avila Berrio & Villamil Santamaria, 2011).  



 

 

 

El principio de solidaridad en el proceso penal y en el testimonio se ve reflejado en tres 

facetas: 

 

1. En la dinámica probatoria del proceso, las partes en razón a la colaboración y 

solidaridad deberá la parte con mejor idoneidad demostrar las situaciones relevantes 

del proceso;  

2. Al momento de la presencia de un testigo en la dinámica procesal, la persona tendrá 

el deber de comparecer y decir la verdad, como ser consecuente a los fines que fue 

llamado al proceso y,  

3. Existe la posibilidad que al momento de rendir testimonio, la persona se vea inmerso 

en una doble situación de solidaridad, pues por una parte deberá cumplir de forma 

solidaria sus deberes como ciudadano y por otra parte, la concurrencia de un vínculo 

afectivo con el acusado, lo cual hace que el testimonio esté en un claro choque en el 

principio de solidaridad.  

 

En consecuencia, se  puede concluir que según los lineamientos establecidos en la ley 906 

de 2004, respecto a la presentación del testigo y su declaración en desarrollo del juicio oral, 

se advierte la existencia de normas que indican quienes son las personas con obligación de 

rendir testimonio, las medidas especiales para asegurar la comparecencia de testigos al juicio 

oral, quienes no están obligados a rendir testimonio o se encuentran impedidos para concurrir 

al mismo, la forma como se debe realizar el examen de los testigos, las reglas para la 

recepción del interrogatorio y contrainterrogatorio además de los momentos en que se debe 

utilizar cada uno de ellos. 

 

Aunado lo anterior, no se puede olvidar la importancia del principio de solidaridad en el 

proceso penal, pues es un elemento estructural que constituye un deber constitucional de 

concurrencia a rendir testimonio y que se materializa con la comparecencia de la persona en 



 

 

el proceso penal, pero también es importante mencionar que en el caso del acusado el 

principio también se materializa con guardar silencio por la concurrencia de principios y 

derechos de igual valor constitucional que el de la solidaridad. 

 

Por último, cabe entender que el testimonio es quizás la fuente más importante de 

información para el investigador judicial, así como para las partes dentro de un proceso, ya 

que les permite construir la solidez de su teoría del caso (Reyes Cala & Ortíz Avila, 2015), 

para lograr tener completa seguridad de lo investigado y así el administrador de justicia tomar 

la decisión con la convicción de los hechos. 

 

LA INCIDENCIA DE LA PRUEBA TESTIMONIAL EN EL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO EN COLOMBIA COMO MEDIO DE INCORPORACIÓN 

PROBATORIA 

 

Es importante manifestar que de los diferentes medios de prueba, la regulación procesal 

penal indica la necesidad de pertinencia de la prueba en el proceso, de ahí que: 

Artículo 375. Pertinencia. El elemento material probatorio, la evidencia física y el medio de prueba 

deban referirse, directa o indirectamente, a los hechos o circunstancias relativos a la comisión de 

la conducta delictiva y a sus consecuencias, así como a la identidad o la responsabilidad penal del 

acusado. También es pertinente cuando sólo sirve para hacer más probable o menos probable uno 

de los hechos o circunstancias mencionados, o se refiere a la credibilidad de un testigo o perito. 

(Ley 906/2004, Art. 375) 

 

El precepto normativo citado es de gran relevancia en el proceso, habida cuenta que todo 

el acervo probatorio de las partes deberán estar enmarcadas de forma directa o indirecta los 

hechos o circunstancias y de no ser así, seguramente el elemento de prueba no será decretado 

para controvertir en el proceso penal. 



 

 

 

El sistema penal acusatorio conlleva la construcción dinámica de las partes para la 

consecución de la respectiva teoría del caso para cada uno de los partícipes del proceso penal 

que se adelanta, de ahí la afirmación que el sistema acusatorio se caracteriza por una 

contienda entre partes, sometida a la decisión de un tercero, que es el caso del Juez de 

conocimiento del caso; siendo el trámite procesal de gran importancia para garantizar los 

diferentes derechos humanos en discusión, por lo cual se presenta la articulación de 

principios y garantías (Ostos, s.f.). Aunada la carga de protección a las personas investigadas 

y acusados por la esencia del proceso penal como última instancia de investigación en el 

ordenamiento jurídico.  

 

Ahora, respecto a la dinámica y rigurosidad de la incorporación de medios de prueba, es 

necesario traer a colación lo establecido por la Honorable Corte Constitucional, estableciendo 

que: 

(…) los actos de prueba, son aquellas actuaciones que realizan las partes ante el juez de 

conocimiento con el objeto de incorporar los actos de investigación al proceso y convertirlas en 

pruebas dirigidas a obtener la verdad de lo sucedido y verificar sus proposiciones de hecho. ii) El 

sistema acusatorio se identifica con el aforismo latino da mihi factum ego tibi jus, dame las pruebas 

que yo te daré el derecho, pues es claro que, mientras la preparación del proceso mediante la 

realización de los actos de investigación está a cargo de las partes y el Ministerio Público, el juez 

debe calificar jurídicamente los hechos y establecer la consecuencia jurídica de ellos. iii) En el 

nuevo esquema escogido por el legislador y el constituyente para la búsqueda de la verdad, los 

roles de las partes frente a la carga probatoria están claramente definidos: aunque si bien coinciden 

en que todos tienen el deber jurídico de buscar la verdad verdadera y no sólo la verdad formal, 

pues ésta no sólo es responsabilidad del juez, se distancian en cuanto resulta evidente la posición 

adversarial en el juicio, pues los actos de prueba de la parte acusadora y de la víctima están 

dirigidos a desvirtuar la presunción de inocencia y persuadir al juez, con grado de certeza, acerca 

de cada uno de los extremos de la imputación delictiva; cuando se trata del acto de prueba de la 

parte acusada, la finalidad es cuestionar la posibilidad de adquirir certeza sobre la responsabilidad 

penal del imputado. iv) El nuevo Código de Procedimiento Penal impone al juez el deber de formar 



 

 

su convicción exclusivamente sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral, salvo el 

caso de la prueba anticipada. De hecho, por regla general, durante el juicio no se podrán incorporar 

o invocar como medios de prueba aquellos que no se hayan presentado en la audiencia 

preparatoria, pues el sistema penal acusatorio está fundado en la concepción adversarial de la 

actividad probatoria. v) Por regla general, el sistema penal acusatorio se caracteriza por la 

pasividad probatoria del juez, pues él no sólo está impedido para practicar pruebas sino que está 

obligado a decidir con base en las que las partes le presentan a su consideración. (Corte 

Constitucional, C-144/2010, MP. J. Henao, 2010) 

 

Los anteriores elementos, corresponden a la esencia de la actividad probatoria que surgen 

de la estructura misma del sistema penal y de la investigación realizada, pues el fin principal 

de las partes es llevar todos los elementos, evidencia física o cualquier otra prueba legalmente 

obtenida al proceso judicial para que sean valoradas por el operador de justicia. 

 

El medio de prueba testimonial es de gran relevancia dentro del proceso penal, pues de 

ella se pueden generar diferentes consecuencias y oportunidades para consolidar la propia 

teoría o desarticular la de la parte contraria, no se puede dejar a un lado que el testimonio en 

el desarrollo del juicio oral garantiza diferentes principios y derechos, tales como el de 

inmediación o contradicción, entre otros; otro aspecto es la exigencia y técnica de llevar a 

juicio elementos de prueba y que sean parte del proceso penal, habida cuenta que todo 

elemento que se incorpore al proceso penal debe garantizar y respetar las normas 

constitucionales y legales para su obtención y producción (Lockhart, s.f.).  

 

Adicionalmente, la Corte Constitucional ha expresado que ante distintas disposiciones 

constitucional y legales del ordenamiento jurídico colombiano que concretan el deber 

constitucional de las personas de colaborar con la administración de justicia respecto a la 

obligación de rendir declaración sobre los hechos objeto de investigación o de litigio, la 

jurisprudencia de la Corte suprema de justicia se ha pronunciado enfatizando el valor de la 



 

 

prueba testimonial en el esclarecimiento de la verdad, sin perjuicio de los derechos del 

investigado, acusado, detenido o procesado a no ser obligado a incriminarse por las presuntas 

conductas investigadas (CConst, C-258/2011, MP. G. Mendoza). 

 

Por otra parte, de la estructura adversarial del sistema procesal penal y la vigencia de los 

principios de contradicción e inmediación, impiden que las declaraciones rendidas por un 

testigo fuera de la audiencia de juicio oral puedan incorporarse a la declaración rendida en 

juicio, dado que las declaraciones anteriores al juicio son para refrescar memoria o impugnar 

la credibilidad del testigo, pero la utilización de las declaraciones anteriores del testigo llevan 

a dos posibles situaciones, en el primer evento, el testigo está dispuesto a responder y aclara 

el porqué del cambio, mientras que en el segundo evento, el testigo calla (Bedoya Sierra, 

2008).  

 

Ahora bien, respecto a la incorporación de objetos y documentos dentro de la etapa de 

juicio oral, debe satisfacerse la necesidad de acreditación, dadas las exigencias normativas 

como de la necesidad estratégica del litigio, por ello se requiere elegir a un testigo idóneo 

para reconocer el objeto o documento, pues surge de la necesidad de utilizar los elementos 

de prueba para el examen o contraexamen del testigo que lo reconocerá, pero dicha función 

no queda solo ahí, pues es posible también que un mismo elemento pueda ser acreditado por 

más de un testigo (Araujo Astudillo, 2010). 

 

Las pruebas configuran la pieza clave en la demostración de la responsabilidad o ausencia 

penal, pero claro, esa exigencia estará más evidente en la primera, pues la regulación penal 

y constitucional permite presumir elementos de inocencia del procesado como la carga del 

ente acusador de desvirtuar tal principio y demostrar con plena certeza la comisión de la 

conducta punible que se le investiga, pero sin duda alguna la necesidad probatoria recae sobre 

las partes sin importar el objetivo.  



 

 

 

Por otra parte, luego de revisar algunos aspectos de la prueba testimonial y sus 

excepciones, es necesario abordar la incidencia del testigo en el juicio oral, pues su papel en 

el mismo resulta completamente indispensable, en razón que las declaraciones permiten que 

los elementos de prueba puedan ser acreditados por parte del testigo, como también su 

incorporación para el análisis y ponderación del administrador de justicia al momento de 

emitir decisión de fondo; esa forma de incorporación ha sido la manera como las partes logran 

dar veracidad a los elementos de prueba y evitar que la contra parte los quiera excluir. 

 

La Corte Suprema de Justicia respecto del testigo de acreditación ha estimado que:  

(…) cuando se trata de garantizar el principio de mismisidad o de mismidad, necesariamente 

obedece a la persona que recaudó y embaló el documento, pues de lo que se trata es que se acredite 

ante el juez de conocimiento que se trata indudablemente del mismo que fue sometido a cadena 

de custodia. Y el segundo, un papel de fedatario sobre la creación y el contenido del documento 

en sí, que sólo puede ser asumido por quien participó de manera directa en ese acto creador, pues 

lo que se discutiría en tal caso es la autenticidad del documento y no la mismidad.  

Adviértase que la misma naturaleza del documento público, descrita por la Corte Suprema de 

Justicia al indicar que un documento público suscrito por funcionario oficial en su alcance 

probatorio hace fe de su otorgamiento, fecha y contenido, respecto de la existencia, modificación 

o extinción de intereses jurídicos que con el mismo se busca acreditar, es la que permite arribar a 

dicha consideración. (Corte Suprema de Justicia SP, Rad.9785/1995, MP. C. Mejía, 1995) 

 

Además, el autor Carlos Adolfo Tovar Plazas indicó que el legislador estableció la 

necesidad de incorporar los documentos a través de un testigo de acreditación, cuando se 

señala como requisito de incorporarse documentos, objetos u otros elementos, sin dejar a un 

lado que el requerimiento del testigo de acreditación por parte del legislador  como medio de 

agregar el documento u elemento en el juicio oral, pues de esa forma se garantiza que el 



 

 

elemento material probatorio que se aduce por cualquiera de las partes sea el mismo que se 

recolectó o que su contenido sea auténtico. (Tovar, 2014). 

 

Entonces, un antecedente importante de la acreditación de la prueba documental es la 

providencia de la Corte Suprema de Justicia sala penal con radicado 31049 del año 2009, en 

la que se consideró que el carácter documental público y auténtico, que posee una providencia 

judicial válidamente emitida es evidente y para su incorporación a juicio oral no es necesario 

que el funcionario que la profirió u otro testigo de acreditación, comparezca a declarar acerca 

de su contenido o de la forma como fue obtenida (Corte Suprema de Justicia SP, Rad. 

31049/2009, MP. J. Socha), permitiendo una dinámica procesal eficaz y célere de la intención 

del legislador en el debate penal, con el fin de prevalecer los principios constitucionales y 

legales en la incorporación probatoria. 

 

Posteriormente en providencia de la Corte Suprema de Justicia sala penal con radicado 

36784 del año 2012, se estableció que la norma procesal penal tiene de presupuesto que la 

prueba documental está necesariamente ligada al testigo de acreditación, habida cuenta que 

por ese medio es posible su incorporación al juicio oral (Corte Suprema de Justicia, SP 

(36784)/2012), pues así se logra validar y corroborar tanto el origen de procedencia y 

obtención de la prueba, como su publicidad y contradicción, posición que corresponde a la 

que ha desarrollado la jurisprudencia. 

 

Para que en el año 2016, en providencia de la Corte Suprema de Justicia sala penal con 

radicado 43007, se considerara necesario que el documento que se pretende hacer valer en el 

juicio deba ser aportado a través de un testigo de acreditación, pues incorporar un documento 

al debate público no basta con solicitarlo en la respectiva oportunidad y ofrecer el testigo con 

el cual va a ser incorporado, sino que requiere su declaración sobre dónde y cómo lo obtuvo, 

quién lo suscribió, si es original o copia, así como sobre los datos generales referentes a su 

contenido, con el único fin de acreditar aspectos que permitan determinar su autenticidad y 

pertinencia (Corte Suprema de Justicia SP, Rad. 43007/2016, MP. J. Barcelo). 



 

 

 

Estableciéndose en el año 2017, en pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia que 

el testigo de acreditación únicamente será indispensable para incorporar documentos sobre 

los cuales no recae la presunción de autenticidad, pero de aquellos que no gozan de esa 

presunción deben ser llevados a juicio oral por la parte interesada (Corte Suprema de Justicia, 

SP-7732 (46278)/2017). 

 

Este pronunciamiento de la honorable Corte Suprema de Justicia, presenta serios 

inconvenientes; ya que cuando la contraparte solicite realizar aclaraciones respecto del 

documento autentico que se introduce en juicio, no existiría forma de responder a las mismas;  

por lo que entonces la parte que ha presentado el documento quedaría en desventaja y ya la 

valoración que realiza el juez no es la misma como cuando se hubiese tenido la posibilidad 

de tener presente el testigo de acreditación que pueda explicar lo solicitado por la contraparte. 

Razón por la cual, esta decisión de la Corte Suprema de Justicia en la práctica resulta 

inaplicable ya que en desarrollo de un juicio oral no es dable correr con el riesgo de que un 

documento autentico de suma importancia pueda llegar a quedar sin valor por el hecho de no 

haberlo introducido con un testigo de acreditación. Luego es indispensable en la práctica 

probatoria la incorporación de documentos así sean auténticos con el testigo de Acreditación. 

 

Por lo anterior, la prueba testimonial es de vital importancia y necesidad en el juicio oral, 

pues en su mayoría por medio de la prueba testimonial se pueden presentar diferentes pruebas 

de necesidad para el trámite procesal, además, de los pronunciamientos del alto tribunal 

colombiano permiten inferir que el testimonio es un elemento articulador de la dinámica del 

proceso, pues existen varias facetas en las que pueda incidir el testimonio, sin duda alguna 

que el testigo genera mayor certeza al juez respecto de lo afirmado y que permite al juzgador 

tener mayor certeza de lo que se investiga.  

 



 

 

En consecuencia, la prueba testimonial en el sistema penal acusatorio, conlleva 

obligaciones constitucionales, legales y la carga probatoria, que deja de ser solo un medio de 

prueba para ser un elemento de prueba y un mecanismo de incorporación de otras pruebas 

que sin incorporarse de esa manera no tendrían la importancia y credibilidad en la valoración 

del Juez.  

 

CONCLUSIONES 

 

El sistema penal acusatorio se evidencia por lo garantista en el desarrollo del proceso 

judicial, su dinámica implica un gran despliegue a las partes en el juicio oral, siendo el tema 

principal el debate probatorio y su incidencia en el proceso. De ello, se puede apreciar la 

prueba testimonial que si bien en el sistema procesal penal no existe tarifa legal para apreciar 

una prueba de otra, lo cierto es que esta prueba si tiene un gran desarrollo en el proceso penal, 

pero no quiere decir que sea más importante que otra, por lo contrario, todos los elementos 

de prueba tienen el mismo valor respecto de la interpretación otorgada por el legislador y 

desarrollada por la jurisprudencia. También es cierto que por intermedio del testimonio se 

pueden incorporar al proceso otros medios de prueba, lo cual se debe a la acreditación por 

parte del testigo, pues sin esa actuación seguramente la prueba que se pretendía hacer valer 

en juicio no tendrá vocación a ser útil en el debate probatorio. 

 

En razón de lo anterior y de los resultados de la investigación se permitió considerar que 

de la dinámica probatoria en el desarrollo de la incorporación de elementos de prueba 

evidencia física y demás elementos de prueba, el testigo es un elemento estructural en la 

búsqueda de la verdad, es más, su existencia en el desarrollo procesal es determinante para 

esclarecer la verdad y permitir la consecución de la acción penal, por ello existe la prueba 

anticipada testimonial cuando el declarante puede estar en riesgo de no comparecer a la 

diligencia, si bien no existe una prueba más importante que otra, pero sin duda alguna el 

testimonio si es indispensable en el fin de la acción penal, pues si bien pueden existir pruebas 



 

 

documentales, también es cierto que ello requiere una acreditación de su contenido y de cómo 

fue legalmente obtenida para ser parte del proceso.  

 

Como lo establece la normatividad penal, el testimonio es fundamental en el 

procedimiento y debate probatorio, por ello la regulación ha querido proteger la información 

del declarante en el juicio oral, tal como se observa con la existencia de la prueba de 

referencia, como la excepción a la obligación de comparecer el testigo al proceso, pues por 

circunstancias taxativas su admisibilidad es procedente, pero requiere el cumplimiento a 

cabalidad de la norma para la procedencia de dicha prueba. 

 

Por último, el sistema penal acusatorio resalta por la rigurosidad en su concepción y la 

incorporación de elementos de prueba no es la excepción, es prudente considerar que el 

testigo de acreditación se convierte en indispensable para lograr la teoría del caso propuesto 

por las partes, pues el Juzgador decidirá solo con base en las pruebas incorporadas en el juicio 

sin posibilidad de salirse de ese ámbito.  
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